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SENTENCIA 
 

 En San Juan, Puerto Rico, a 28 de septiembre de 2018.  

Comparece el recurrente, Popular Auto, LLC (Popular Auto), y nos 

solicita la revisión de una Resolución emitida por el recurrido, 

Departamento de Asuntos del Consumidor (DACo), el 27 de abril de 

2018).1 Dicho dictamen declaró ha lugar una Querella sobre Compraventa 

de Vehículo de Motor (Querella) que instó el señor Luis Ricardo Ortiz 

Carlo (Sr. Ortiz Carlo) en contra de Coamo Auto Sales, Corp. (Coamo 

Auto), Cooperativa de Ahorro y Crédito San Blás de Illescas 

(Cooperativa), Mapfre Praico Insurance Company (Mapfre) y del 

recurrente, y en su consecuencia, le ordenó a Popular Auto y a la 

Cooperativa al pago solidario del dinero reclamado en la Querella. 

Por las razones que expondremos a continuación, desestimamos el 

recurso presentado por falta de jurisdicción para atenderlo, por haberse 

presentado prematuramente ante este Tribunal. 

I 

El 25 de octubre de 2014, el Sr. Ortiz Carlo acudió al concesionario 

Coamo Auto en donde adquirió un vehículo de motor marca Toyota, 

modelo Tundra del año 2011. Ese día, el Sr. Ortiz Carlo suscribió con el 

recurrente, Popular Auto, LLC (Popular Auto), un Contrato de Venta Al 

Por Menor A Plazos Vehículos por el precio de $50,057.08, con un pago 

                                                 
1 Notificada el 2 de mayo de 2018. 
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inicial $814.88 y 65 pagos mensuales de $649.88.2 Por su parte, Coamo 

Auto le entregó al Sr. Ortiz Carlo la licencia del vehículo para que pudiera 

realizar la primera renovación del marbete. Así las cosas, el Sr. Ortiz 

Carlo se mantuvo pagando oportunamente las mensualidades de la 

unidad vehicular que adquirió.  

En abril de 2016, el Sr. Ortiz Carlo acudió a Coamo Auto para que 

le produjera la licencia y luego renovar el marbete. A esa fecha, este 

había realizado aproximadamente 15 pagos del contrato de compraventa. 

No obstante, como Coamo Auto ya no existía, el Sr. Ortiz Carlo se 

comunicó con Popular Auto, quien le indicó que no podría entregarle la 

licencia del vehículo porque en los registros del Departamento de 

Transportación y Obras Públicas (DTOP) aparecía un gravamen sobre el 

vehículo que compró. Por ello, Popular Auto le indicó al Sr. Ortiz Carlo 

que debía contactar al dueño original del vehículo y a la Cooperativa.  

Según se le instruyó, el Sr. Ortiz Carlo acudió a la Cooperativa. Allí, 

la Gerente de Cobro y Depositaria (Gerente) de dicha institución, le 

entregó una copia de un Mandamiento de Ejecución de Sentencia que 

había sido emitido el 18 de abril de 2016.3 El mismo, ordenaba la 

expedición de un Mandamiento de Embargo dirigido al Secretario del 

DTOP para que dicho funcionario anotase un gravamen sobre el registro 

correspondiente del vehículo descrito, se embargara la unidad vehicular y 

luego se entregara a los depositarios de la Cooperativa. Al respecto, la 

Gerente le informó al Sr. Ortiz Carlo que el vehículo que había adquirido 

en Coamo Auto había sido comprado el 12 de abril de 2011 por el señor 

Héctor Luis Mateo Ortiz (Sr. Mateo Ortiz) en Adriel Toyota, mediante un 

Contrato de Ventas Al Por Menor a Plazos y financiado por la 

Cooperativa.  

El 22 de abril de 2015, ante el incumplimiento del Sr. Mateo Ortiz 

con el mencionado contrato, la Cooperativa lo demandó en Cobro de 

Dinero y Reposesión de Vehículo de Motor (Cooperativa de Ahorro y 

                                                 
2 Véase el Contrato Número: 21793466 al Ap. 64 del recurso. 
3 Cooperativa de Ahorro y Crédito San Blás de Illescas v. Héctor Luis Mateo Ortiz, Caso 
Civil Número: B 2C2015-01213. 
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Crédito San Blás de Illescas v. Héctor Luis Mateo Ortiz, caso civil número: 

B 2C2015-01213). Al presentársele el Mandamiento de Embargo emitido 

en el antes citado caso, el Sr. Ortiz Carlo entregó voluntariamente el 

vehículo de motor a la Gerente de la Cooperativa. A esos efectos, la 

Gerente y el Sr. Ortiz Carlo suscribieron una carta para hacer constar la 

entrega y el recibo del vehículo. Ante el hecho de ya no tener el vehículo 

por haberle sido embargado al comprador anterior, el 6 de mayo de 2016, 

el señor Ortiz Carlo, por conducto de su representante legal, le cursó a 

Popular Auto una Reclamación Extrajudicial. Asimismo, le cursó a la 

Cooperativa una Reclamación Extrajudicial-Embargo Ilegal.  

El 9 de junio de 2016, el Sr. Ortiz Carlo acudió al DACo e incoó una 

Querella sobre Compraventa de Vehículo de Motor en contra de Coamo 

Auto y de Popular Auto, Inc.4 En la misma, solicitó la resolución del 

contrato y el reembolso de la totalidad de los pagos que satisfizo por el 

vehículo de motor que le compró a Coamo Auto y que financió con 

Popular Auto; y de cuya posesión había sido desprovisto por la 

Cooperativa, por tener un gravamen inscrito a su favor en el DTOP. El 22 

de junio de 2016, el DACo le cursó a los querellados la Notificación de 

Querella. Ésta incluía la dirección postal y física de todas las partes. El 

DACo también les envió un documento intitulado Tipo de Querella con un 

resumen de los hechos y el remedio solicitado. El 7 de julio de 2016, el 

DACo le remitió a las partes la Citación a Sesión de Mediación a sus 

respectivas direcciones postales de récord. 

Mientras, el 19 de julio de 2016, Popular Auto presentó su 

Contestación a Querella en la que, en síntesis, alegó que su participación 

en la compraventa del vehículo se limitó a extender un crédito y a la de 

obtención de un rendimiento financiero. Adujo, que la cesión del Contrato 

de Venta al Por Menor a Plazos produjo una obligación de pago en los 

plazos del convenio. Por ello, solicitó la desestimación de la Querella en 

su contra. Ese día, el Sr. Ortiz Carlo presentó una Querella Enmendada a 

                                                 
4 Notificada por el DACo el 22 de junio de 2016 mediante Notificación de Querella. 
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los efectos de incluir como co-querellada a la Cooperativa como 

poseedora del vehículo embargado. Tres días más tarde, el señor Ortiz 

Carlo presentó una Querella Enmendada, ésta vez para incluir como co-

querellada a la fiadora de Coamo Auto en los registros del DTOP, Mapfre. 

Por su parte, el 2 de agosto de 2016, la Cooperativa presentó su 

Contestación a Querella Enmendada. En síntesis, solicitó la 

desestimación de la querella en su contra alegando que era Coamo Auto 

y su cesionario, Popular Auto, las partes sujetas a la reclamación del 

querellante. Indicó, que sólo ejerció su derecho en virtud del gravamen 

inscrito a su favor en el DTOP. Aclaró, que dicho gravamen había sido 

inscrito en el DTOP con anterioridad a que el Sr. Ortiz Carlo adquiriera el 

vehículo en Coamo Auto. Por su parte, el 3 de agosto de 2016, Popular 

Auto presentó su Contestación a Querella Enmendada en la que, en 

esencia, solicitó la desestimación de la querella en su contra. 

El 19 de octubre de 2016, el TPI notificó el Edicto de Subasta del 

caso civil número B 2C2015-01213, con el fin de satisfacer a la parte 

demandante de ese caso, Cooperativa, el importe de la sentencia dictada 

a su favor.5 La mencionada subasta se llevaría a cabo el 7 de diciembre 

de 2016. En la subasta, el vehículo objeto de la misma le fue adjudicado a 

la Cooperativa.  

Posteriormente, el 1ro de febrero de 2017, Mapfre presentó su 

Contestación a Querella Enmendada. En síntesis, admitió haber expedido 

una fianza (Automobile Dealer License) a favor de Coamo Auto.6 Alegó, 

que no podía ser compelida a pagar sin que antes se hiciese una 

excusión de los bienes del deudor. Además, arguyó que sólo respondería 

si el principal era obligado a hacerlo. Así las cosas, solicitó la 

desestimación de la Querella Enmendada instada en su contra. 

El 7 de junio de 2017, el DACo emitió una Notificación de Vista 

Administrativa para citar a las partes a la vista administrativa que se 

                                                 
5 Cooperativa de Ahorro y Crédito San Blás de Illescas v. Héctor Luis Mateo Ortiz, caso 
civil número B 2C2015-01213. 
6 Fianza número 1302138001188. 



 
 
 
KLRA201800369 
 

 

5 

llevaría a cabo el 2 de agosto de 2017.7 Copia de la mencionada 

notificación le fue enviada a todas las partes, excepto a Coamo 

Auto.8 Luego de varias incidencias procesales, el 14 de septiembre de 

2017, el DACo celebró la vista administrativa. A la misma, comparecieron 

todas las partes con sus respectivos abogados. No obstante, Coamo 

Auto no compareció por sí ni representada por abogado o persona 

alguna. Posteriormente, el 27 de abril de 2018, el DACo emitió una 

Resolución mediante la cual declaró ha lugar la querella y le ordenó a 

Mapfre y a Popular Auto a que, en forma solidaria, le reembolsaran al Sr. 

Ortiz Carlo el dinero que reclamó en la Querella.9 Copia de la 

Resolución le fue notificada a todas las partes, excepto a Coamo 

Auto.10 

Inconformes, el 22 de mayo de 2018, Mapfre y Popular Auto 

instaron sus respectivas mociones de reconsideración. En lo pertinente, 

argumentaron que el DACo no le notificó a Coamo Auto una copia de 

la Resolución que emitió. Esbozaron, que en virtud de la Sec. 3.14 de la 

Ley Núm. 38-2017 conocida como la Ley de Procedimiento Administrativo 

Uniforme del Gobierno de Puerto Rico (LPAU), la mencionada Resolución 

no era final ni ejecutable.11 Por ello, solicitaron que dicho dictamen fuese 

notificado conforme a lo dispuesto en el precitado estatuto. 

Debido a que el DACo no actuó sobre las mociones de 

reconsideración que se le presentaron dentro del tiempo dispuesto por ley 

para ello, rechazándolas de plano, el 6 de julio de 2018, Popular Auto 

acudió ante este Tribunal mediante un recurso de revisión administrativa 

en el que señaló que el DACo incidió como sigue: 

Al ignorar que el querellante fue un comprador de buena fe 
con prescripción adquisitiva instantánea a su favor, que no 
podía ser perturbado de la posesión pacífica del vehículo 
por parte de la Cooperativa de Ahorro y Crédito San Blás de 
Illescas. 

                                                 
7 Notificada el 8 de junio de 2017. 
8 Véase Anejo 5 a las págs. 38-41. 
9 Notificada el 2 de mayo de 2018. 
10 Véase Anejo 3 a las págs. 20-27. 
11 3 LPRA 2164. 
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Al imponerle responsabilidad solidaria a Popular Auto por el 
incumplimiento del vendedor y de su fiadora, en su 
responsabilidad de saneamiento por evicción ante el 
comprador. 

Al imponerle responsabilidad solidaria a Popular Auto en la 
devolución del depósito pagado por el comprador al dealer, 
cuando dicha prestación no fue recibida por la entidad 
financiera. 

Al imponerle honorarios por temeridad a Popular Auto. 

Al no notificar la resolución a Coamo Auto. 

II 

 
A. Proceso adjudicativo en las agencias administrativas y la 

ejecución de las Resoluciones y Órdenes administrativas finales 

 

Tanto la Constitución de los Estados Unidos, como la nuestra, 

exigen que en aquellas instancias donde el Estado pretenda afectar un 

interés propietario o libertario de los ciudadanos se les garantice un 

debido proceso de ley.12 Resulta fundamental identificar que, 

efectivamente, la persona goce de un interés propietario o libertario que 

se vea afectado, para entonces identificar el debido proceso que hay que 

garantizarle al ciudadano afectado.13  

En cuanto a las exigencias del debido proceso de ley, en su 

vertiente procesal, se ha establecido que deberán cumplirse los 

siguientes requisitos: (1) notificación adecuada del proceso; (2) proceso 

ante un juez imparcial; (3) oportunidad de ser oído; (5) derecho a 

contrainterrogar testigos y examinar evidencia presentada en su contra; 

(6) tener asistencia de abogado, y (7) que la decisión se base en el 

récord.14 Nuestro más Alto Foro ha reiterado, que es un principio en 

nuestro derecho y es parte esencial del debido proceso de ley, 

garantizarle a las personas, cuyos intereses estén en controversia, la 

oportunidad de tener su día en corte.15  

Al respecto, la Ley de Procedimiento Administrativo Uniforme del 

Gobierno de Puerto Rico, Ley Núm. 38-2017 (LPAU), imparte vitalidad a 

las garantías constitucionales del debido proceso de ley a través de 

                                                 
12 Constitución de los Estados Unidos Enmienda Quinta, USCA Emda. V.; Constitución 
de Puerto Rico Art. II sec. 7, 1 LPRA Art. II sec. 7 
13 Pueblo v. Esquilín Maldonado, 152 DPR 257 (2000). 
14 Rivera Rodríguez & Co. v. Lee Stowell, 133 DPR 881, 889 (1993). 
15 Marrero et al. v. Vázquez et al., 135 DPR 174 (1994). 

http://www.westlaw.com/Find/Default.wl?rs=dfa1.0&vr=2.0&DB=2995&FindType=Y&SerialNum=2000577987
http://www.westlaw.com/Find/Default.wl?rs=dfa1.0&vr=2.0&DB=2995&FindType=Y&ReferencePositionType=S&SerialNum=1996282685&ReferencePosition=889
http://www.westlaw.com/Find/Default.wl?rs=dfa1.0&vr=2.0&DB=2995&FindType=Y&SerialNum=1996275927
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ciertas exigencias procesales.16 Por ejemplo, la sección 3.9 del precitado 

estatuto establece lo siguiente: 

La agencia notificará por escrito a todas las partes o a sus 
representantes autorizados e interventores la fecha, hora y 
lugar en que se celebrará la vista adjudicativa. […]17 
(Énfasis nuestro). 

Culminada la vista administrativa, la sección 3.14 de la LPAU 

especifica el contenido de la orden o resolución final que eventualmente 

emita la agencia.18 En lo pertinente, dicha sección dispone como sigue:  

Una orden o resolución final deberá ser emitida por 
escrito dentro de los noventa (90) días después de 
concluida la vista… […] 
 
[…] 
 
La agencia deberá especificar en la certificación de sus 
órdenes o resoluciones los nombres y direcciones de las 
personas naturales o jurídicas a quienes, en calidad de 
partes, les fue notificado el dictamen, a los fines de que 
éstas puedan ejercer efectivamente el derecho a la revisión 
judicial conferido por ley.   
 
La agencia deberá notificar por correo a las partes, y a sus 
abogados de tenerlos, la orden o resolución a la brevedad 
posible, y deberá archivar en autos copia de la orden o 
resolución final y de la constancia de la notificación. Una 
parte no podrá ser requerida a cumplir con una orden 
final a menos que dicha parte haya sido notificada de la 
misma. (énfasis nuestro). 
 
Adviértase, que la precitada sección establece que los términos no 

comenzarán a transcurrir hasta que la agencia administrativa haya 

cumplido con los requisitos que en ella se exigen.19 Cónsono con dicho 

precepto, nuestro Tribunal Supremo ha resuelto que el derecho a una 

notificación adecuada es parte del debido proceso de ley y que, por 

ello, la notificación defectuosa de una resolución no activará los 

términos para utilizar los mecanismos post-sentencia.20 (énfasis 

nuestro). Asimismo, nuestro más Alto Foro ha aclarado que la vertiente 

procesal del debido proceso de ley requiere que se notifique un 

dictamen final de manera que la parte afectada pueda enterarse de la 

                                                 
16 3 LPRA sec. 9601 et seq. 
17 3 LPRA sec. 2159. 
18 3 LPRA sec. 9654. 
19 Comisión Ciudadanos v. G.P. Real Property, 173 DPR 998, 1014 (2008).  
20 Maldonado v. Junta de Planificación, 171 DPR 46, 57-58 (2007).  
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decisión final en su contra.21 Por ello, la falta de una notificación 

adecuada afectará el derecho de la parte que no está conforme y desea 

cuestionar el dictamen, lo que debilita el debido proceso de ley.22  

En fin, la correcta y oportuna notificación de una decisión final, sea 

judicial o administrativa, es un requisito sine qua non para un ordenado 

sistema judicial. De lo contrario, se crearía una incertidumbre sobre 

cuándo comienzan los términos para incoar los remedios post-dictamen, 

entre otras graves consecuencias y demoras.23 Cuando una sentencia no 

es notificada a una de las partes en el pleito, la notificación resultará 

defectuosa y por ende, no comenzarán a transcurrir los términos para 

procedimientos post-sentencia para ninguna de las 

partes.24 Consecuentemente, hasta que no se notifique adecuadamente la 

orden o resolución final, la misma no surtirá efecto y los distintos términos 

que de ella nacen no comenzarán a transcurrir.25 Es por ello, que una 

notificación defectuosa nos priva de revisar la decisión administrativa. 

Hasta tanto se notifique adecuadamente la decisión final administrativa, el 

recurso apelativo resultará prematuro, y como foro apelativo, 

careceremos de jurisdicción.  

B. Revisión judicial 

El Art. 4.006 de la Ley Núm. 201-2003 conocida como la Ley de la 

Judicatura de 2003, establece en su inciso (c) que este Tribunal 

conocerá, mediante el recurso de revisión judicial, que se acogerá como 

cuestión de derecho, las decisiones, órdenes y resoluciones finales de 

organismos o agencias administrativas.26 (Énfasis nuestro.) Así lo decreta 

también la sección 4.1 de la LPAU al disponer que la revisión judicial de 

decisiones administrativas sólo puede instarse ante este Tribunal, contra 

una orden, resolución y providencia adjudicativa final dictada por una 

                                                 
21 Río Const. Corp. v. Mun. de Caguas, 155 DPR 394, 405 (2001). 
22 Río Const. Corp. v. Mun. de Caguas, supra, pág. 405-406. 
23 Dávila Pollock et al v. R. F. Mortgage, supra, pág. 74. 
24 Medio Mundo, Inc. v. Rivera, 154 DPR 315 (2001) 
25 Maldonado v. Junta de Planificación, supra, pág. 58.  
26 4 LPRA sec. 24y. 
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agencia o funcionario administrativo.27 Por su parte, la sección 4.6 de la 

LPAU dispone lo siguiente: 

El Tribunal de Apelaciones revisará como cuestión de 
derecho las decisiones, órdenes y resoluciones finales 
de organismos o agencias administrativas. 
[…].28 (Énfasis nuestro.) 
 
Al respecto, la sección 1.3(f) de la LPAU define una orden o 

resolución como cualquier decisión o acción agencial de aplicación 

particular que adjudique derechos u obligaciones de una o más personas 

específicas, o que imponga penalidades o sanciones administrativas 

excluyendo órdenes ejecutivas emitidas por el Gobernador.29 Es decir, 

una orden o resolución final de una agencia administrativa es aquella que 

dispone del caso ante la agencia y tiene efectos adjudicativos y 

dispositivos sobre las partes. La misma pone fin al procedimiento 

administrativo, resolviendo todas las controversias.30 (Énfasis 

nuestro.) 

Por su parte, la sección 4.2 del precitado estatuto, dispone en lo 

pertinente como sigue:   

Una parte adversamente afectada por una orden o 
resolución final de una agencia y que haya agotado todos 
los remedios provistos por la agencia o por el organismo 
administrativo apelativo correspondiente podrá presentar 
una solicitud de revisión ante el Tribunal de Apelaciones, 
dentro de un término de treinta (30) días contados a partir 
de la fecha del archivo en autos de la copia de la notificación 
de la orden o resolución final de la agencia o a partir de la 
fecha aplicable de las dispuestas en la sec. 9655 de este 
título cuando el término para solicitar la revisión judicial haya 
sido interrumpido mediante la presentación oportuna de una 
moción de reconsideración. […]     
[…]   
 
La revisión judicial aquí dispuesta será el recurso exclusivo 
para revisar los méritos de una decisión administrativa sea 
ésta de naturaleza adjudicativa o de naturaleza informal 
emitida al amparo de este capítulo.31   
 
Según lo discutido, lo que este Tribunal revisará judicialmente será 

la decisión de la agencia que finalmente adjudique la controversia 

                                                 
27 3 LPRA sec. 9671 
28 3 L.P.R.A. sec. 9676.  
29 3 LPRA sec. 9603(g). 
30 Junta Examinadora de Tecnólogos Médicos v. Elías, 144 DPR 483 (1997).  
31 3 LPRA sec. 9672. 
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entre las partes.32  Es decir, para que una orden o resolución 

administrativa sea revisable judicialmente tiene que cumplir con los 

siguientes requisitos: (1) que la resolución que se pretenda revisar sea 

final y no interlocutoria; y, (2) que la parte adversamente afectada por la 

orden haya agotado los remedios provistos por la agencia.33  Así, se evita 

una intromisión indebida y a destiempo en el trámite administrativo 

por parte de los tribunales.34  

C. Reglamento de Procedimientos Adjudicativos del DACo 

Es sabido, que las agencias deben adoptar un reglamento para 

regular sus procedimientos adjudicativos en conformidad con la LPAU y el 

debido proceso de ley, siempre velando que no se impongan requisitos 

que contravengan las pautas establecidas por el estatuto.35 Cónsono con 

el poder delegado, el 14 de junio de 2011, el DACo aprobó el Reglamento 

de Procedimientos Adjudicativos Núm. 8034 (Reglamento 8034). En lo 

pertinente, la Regla 28 del mencionado Reglamento, dispone que “[e]l 

Departamento vendrá obligado a notificar toda orden, resolución u otra 

actuación oficial a todas las partes que hayan comparecido en el 

procedimiento administrativo.”  Por su parte, la Regla 29.1 del 

Reglamento 8034 establece lo siguiente: 

La parte adversamente afectada por una resolución u orden 
parcial interlocutoria o final podrá solicitar Reconsideración. 
La solicitud de Reconsideración deberá ser presentada y 
recibida en el Departamento, además de notificada a la 
parte contraria, dentro del término jurisdiccional de veinte 
(20) días desde la fecha de archivo en autos de la 
notificación de la resolución u orden. El promovente de la 
moción de reconsideración acreditará en el Departamento 
evidencia de haber notificado a la parte contraria, lo cual 
constituirá un requisito de cumplimiento estricto. El 
Departamento dentro de los quince (15) días de haberse 
presentado dicha solicitud podrá considerarla. Si la 
rechazare de plano o no actuare dentro de los quince (15) 
días, el término para solicitar revisión judicial comenzará a 
correr nuevamente desde que se notifique dicha denegatoria 
o desde que expiren esos (15) quince días, según sea el 
caso. Si se tomare alguna determinación en su 
reconsideración, tendrá que completarse dentro de los 
noventa (90) días jurisdiccionales y el término para solicitar 
revisión judicial de treinta (30) días empezará a contarse 

                                                 
32 Olmeda Díaz v. Departamento de Justicia, 143 DPR 596, 604 (1997).   
33 Dpto. Educ. v. Sindicato Puertorriqueño, 168 D.P.R. 527 (2006). 
34 Comisionado Seguros v. Universal., 167 DPR 21 (2006).     
35 3 LPRA sec. 2152. 
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desde la fecha en que se archiva en autos una copia de la 
notificación de la resolución de la agencia resolviendo 
definitivamente la moción de reconsideración. Si el 
Departamento luego de acoger una moción de 
reconsideración, dejare de tomar alguna acción sobre ella 
dentro de los noventa (90) días de haber sido radicada, 
perderá jurisdicción sobre la misma y el término para 
solicitar la revisión judicial empezará a contarse a partir de 
la expiración de dicho término de noventa (90) días salvo 
que la agencia, por justa causa, prorrogue el tiempo para 
resolver, por un periodo que no excederá de treinta (30) 
días. 
 
Por consiguiente, si una persona es parte en el proceso 

adjudicativo, ésta tiene derecho a participar efectivamente en dicho 

proceso, ser notificada de las determinaciones, órdenes o resoluciones 

que emita la agencia y solicitar revisión judicial en igualdad de 

condiciones a las otras partes.36 Si la agencia no le notifica alguna 

determinación tomada durante el proceso adjudicativo, evitando su 

participación efectiva en los procesos, dicha determinación y cualquier 

procedimiento posterior carecerán de eficacia jurídica, ya que violan el 

derecho que tiene dicha parte al debido proceso de ley.37  

D. Recurso prematuro 

En innumerables ocasiones se ha advertido que los tribunales 

debemos ser celosos guardianes de nuestra jurisdicción y que no 

tenemos discreción para asumir jurisdicción allí donde no la hay.38 Así, es 

norma reiterada que una apelación o un recurso prematuro al igual que 

uno tardío, sencillamente adolece del grave e insubsanable defecto de 

privar de jurisdicción al tribunal al cual se recurre.39 Conforme este 

pronunciamiento, se ha concluido que todo recurso presentado 

prematuramente carece de eficacia y por tanto no produce efecto jurídico 

alguno ya que al momento de ser presentado el tribunal no tiene 

autoridad para acogerlo y mucho menos para conservarlo con la intención 

de reactivarlo posteriormente en virtud de una moción informativa.40 

Cuando un tribunal determina que no tiene jurisdicción para entender en 

                                                 
36 Comisión Ciudadanos v. G.P. Real Property, 173 DPR 998 (2008).   
37 Íd. 
38 Peerless Oil v. Hmnos. Torres Pérez, Inc., 186 DPR 239 (2012). 
39 S.L.G. Szendrey-Ramos v. F. Castillo, 169 DPR 873, 882 (2007). 
40 S.L.G. Szendrey-Ramos v. F. Castillo, supra.   
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un asunto, procede la inmediata desestimación del recurso apelativo 

conforme lo ordenado por las leyes y reglamentos para el 

perfeccionamiento de estos recursos.41  

III 

Luego de examinar minuciosamente el expediente del presente 

recurso, tomando en cuenta el derecho aplicable antes reseñado, somos 

del criterio que no tenemos jurisdicción para atenderlo por ser prematuro. 

Veamos. 

La LPAU expresa, inequívocamente, que solo revisaremos órdenes 

o resoluciones finales.  Así pues, debido a que la determinación del 

DACo objeto de este recurso no es una decisión final, la misma no es 

revisable ante el Tribunal de Apelaciones.  El DACo no ha emitido una 

decisión final, pues no ha resuelto la Querella en cuanto a Coamo 

Auto. Por consiguiente, según dispone la sección 4.1 de la LPAU, el 

recurrente tiene que esperar a que concluyan los procedimientos a nivel 

administrativo mediante una determinación final, para acudir ante este 

Tribunal mediante recurso de revisión judicial.  

Además, surge de la Resolución recurrida que Coamo Auto no 

fue notificado debidamente de dicho dictamen. Por ello, la notificación 

defectuosa de dicha resolución no activó los términos de los mecanismos 

post-sentencia para ninguna de las partes de este caso.  

En fin, resolvemos que como el dictamen del DACo fue parcial y 

no final porque no adjudicó en cuanto a Coamo Auto, y no le fue 

notificado adecuadamente a esta parte, este Tribunal carece de 

jurisdicción para atender el recurso presentado. Reiteramos que el 

término para acudir en revisión comienza a transcurrir a partir de la 

notificación adecuada del dictamen final a ser revisado, lo cual en este 

caso no ha sucedido. Ello convierte en prematuro el presente recurso. En 

su consecuencia, procede la desestimación del recurso por falta de 

jurisdicción por prematuro. 

                                                 
41 Peerless Oil v. Hmnos. Torres Pérez, Inc., supra. 
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IV 

Por lo antes expuesto, desestimamos el recurso de epígrafe por 

falta de jurisdicción por presentación prematura del mismo. 

Lo acordó y manda el Tribunal y lo certifica la Secretaria del 

Tribunal.  

  

  
Lcda. Lilia M. Oquendo Solís 

Secretaria del Tribunal de Apelaciones 
  
 

 

 

 


